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MESA DIRECTIVA DEL H. CONGRESO DEL ESTADO DE CAMPECHE.  
P   R   E   S    E   N    T   E . 
 

LIC. JOSE ISMAEL ENRIQUE CANUL CANUL y TEIDA  GARCÍA CORDOVA, 

DIPUTADOS DEL PARTIDO DE LA REVOLUCIÓN DEMOCRÁTICA, 

INTEGRANTES DE LA LXI LEGISLATURA, CON FUNDAMENTO EN LO 

DISPUESTO POR EL ARTICULO 46 FRACCIÓN II,  47, 48, 49, 51, 54 

FRACCIÓN IV Y 58 FRACCIÓN III DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO DE CAMPECHE; 31, 45, 46, 68 Y 69 DE LA LEY ORGÁNICA DEL 

CONGRESO DEL ESTADO, SOMETEMOS A CONSIDERACIÓN DE ESTA 

SOBERANIA,  EL SIGUIENTE: 

DECRETO CON PROYECTO DE INICIATIVA DE LEY, POR EL QUE SE CREA, 

LA LEY DE SOCIEDAD DE CONVIVENCIA PARA EL ESTADO DE CAMPECHE, 

AL TENOR DE LA SIGUIENTE: 

EXPOSICION DE MOTIVOS: 

 LA PRESENTE LEY, TIENE POR OBJETO,  REGULAR  LA SOCIEDAD DE CONVIVENCIA DE LAS 

PERSONAS JOVENES, ADULTOS MAYORES E INCAPACITADOS,  QUE POR ALGUNA CAUSA 

MAYOR, INGRATITUD O DESAPEGO FAMILIAR, SE ENCUENTRAN SOLAS Y DESAMPARADAS. 

RECONOCE LOS EFECTOS JURÍDICOS, DE AQUELLAS RELACIONES ENTRE 

PERSONAS JOVENES, ADULTOS MAYORES, O INCAPACITADOS DEL MISMO O 

DIFERENTE SEXO, QUE POR RAZONES DE INGRATITUD O 

DESAPEGO FAMILIAR SE ENCUENTREN SOLAS O DESAMPARADAS,Y 

PERSIGUEN CON LA SOCIEDAD DE CONVIVENCIA, FINES DE AYUDA 

MUTUA; CON EL FIN DE PRESENTAR UN FRENTE COMÚN, A LA 

AMARGA Y CRUEL SOLEDAD QUE EN ALGÚN MOMENTO LOS 

PUDIERA AQUEJAR, RAZON POR LO QUE DECIDEN ASOCIARSE PARA 
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CONVIVIR EN UN HOGAR COMÚN, EN LAS QUE EXISTE EL DESEO DE 

COMPARTIR UNA VIDA BASADA EN AUTÉNTICOS LAZOS DE SOLIDARIDAD 

HUMANA, DE COMPRENSIÓN, AYUDA MUTUA Y APEGO AFECTIVO”.  

 

En México y en nuestro estado de Campeche, hemos transitado hacia una 

democracia electoral en donde se reconoce el pluralismo político y se 

acepta ya lo diverso. Hemos construido instituciones y leyes; hemos 

avanzado en modificar, reflejos autoritarios por formas de reacción 

tolerantes, hacia expresiones políticas diferentes.  

 

Ahora el reto es reconocer, aceptar y garantizar, el pluralismo social. Así 

como fuimos capaces de construir instituciones que fortalecieran nuestra 

democracia, ahora es tiempo de unir esfuerzos para el pleno reconocimiento 

y el pleno respeto a la diversidad social y a la tolerancia, considerando 

las relaciones entre personas del mismo, o diferente sexo (HOMBRE-

HOMBRE MUJER-MUJER, U HOMBRE-MUJER, MUJER-HOMBRE),que 

por razones de gratitud, fines de ayuda mutua, o con el fin de 

presentar un frente común, a la amarga y cruel soledad que en algún 

momento de sus vidas los pudiera aquejar, decidan asociarse para 

convivir en un hogar común; en las que exista el deseo de compartir una 

vida, basada en auténticos lazos de solidaridad humana, de comprensión, 

ayuda mutua y apego afectivo”.  

 

En un estado democrático de derecho, no existe razón ni fundamento 

jurídico alguno, que sustente la falta de reconocimiento de derechos civiles 

y sociales, por causa de preferencia sexual y/o afectiva de las personas. En 

la realidad, la garantía constitucional de igualdad de trato y de derechos es 

violentado cotidianamente. Es importante decirlo con claridad, LAS 

PERSONAS DE ORIENTACIÓN SEXUAL DIVERSA, LOS ADULTOS 
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MAYORES Y LOS INCAPACITADOS enfrentan situaciones de segregación 

social, falta de oportunidades, violación a sus derechos humanos, políticos, 

sociales, económicos y culturales. Ante estos hechos, resulta imperativo 

construir, un marco jurídico que contemple y proteja las diversas formas de 

convivencia; que erradique y prevenga la discriminación; que garantice una 

sociedad de libertades y derechos, y que promueva una cultura de respeto a 

la diversidad social.  

El 8 de agosto de 2001, se reformó el Artículo 1 Constitucional, para incluir 

por primera vez en la historia del constitucionalismo mexicano, un párrafo 

relativo a la discriminación, estableciéndose que: Queda prohibida toda 

discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 

edad, las capacidades diferentes, la condición social, las condiciones 

de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o 

cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 

anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. ésta 

expresa prohibición a la discriminación, se encuentra reforzada por diversas 

declaraciones, convenciones y pactos internacionales que, en virtud del 

artículo 133 constitucional, son ley suprema de la unión y obligan a los 

poderes públicos, a realizar las modificaciones correspondientes para 

armonizar la legislación nacional. En la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos de 1948, en sus artículos 2 y 7, así como en el artículo 

2 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, se 

encuentra la garantía de plenos derechos y libertades a toda persona sin 

distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de 

cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición. La igualdad ante la ley y el 

reconocimiento de la personalidad jurídica constituyen también 

compromisos del Estado Mexicano, por haber suscrito la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
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Civiles y Políticos, y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales. Además, desde 1975 México ratificó la Convención 

internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 

Racial, la cual obliga al Estado Mexicano, a sancionar cualquier acto que 

atente contra el principio de igualdad y a no incurrir en ningún acto o 

práctica de discriminación, contra persona alguna o grupo social. En 

consecuencia, en los últimos años en nuestro país, se ha avanzado en la 

creación de legislación y políticas públicas, que promueven una cultura de 

respeto a la diferencia. Ejemplo de lo anterior son las Leyes Federal y del 

Distrito Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación del 2003 y 2006 

respectivamente, así como la reciente reforma al Código Penal del Distrito 

Federal, que tipifica como delito, todo acto que, por razón de edad, sexo, 

estado civil, embarazo, raza, procedencia étnica, idioma, religión, ideología, 

orientación sexual, color de piel, nacionalidad, origen, posición social, 

trabajo, profesión, posición económica, características físicas, discapacidad 

o estado de salud, atente contra la dignidad humana, y tenga por objeto 

anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

Sin embargo, y a pesar de los avances referidos en el derecho internacional 

y nacional, existen relaciones personales con fines de convivencia y ayuda 

mutua no tutelados actualmente en nuestro estado  “COMO LAS 

RELACIONES ENTRE PERSONAS JOVENES, ADULTOS MAYORES O 

INCAPACITADOS, DEL MISMO O DIFERENTE SEXO, QUE POR RAZONES 

DE GRATITUD, FINES DE AYUDA MUTUA, O CON EL FIN DE 

PRESENTAR UN FRENTE COMÚN, A LA AMARGA Y CRUEL SOLEDAD 

QUE EN ALGÚN MOMENTO LOS PUDIERA AQUEJAR, DECIDEN 

ASOCIARSE PARA CONVIVIR EN UN HOGAR COMÚN EN LAS QUE 

EXISTE EL DESEO DE COMPARTIR UNA VIDA, BASADA EN AUTÉNTICOS 

LAZOS DE SOLIDARIDAD HUMANA, DE COMPRENSIÓN, AYUDA MUTUA Y 

APEGO AFECTIVO”.  
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La iniciativa que hoy se pone a consideración ante este H. Congreso, 

plantea la reglamentación de las Sociedades de Convivencia. El propósito 

de esta nueva figura, es garantizar los derechos por vía de la legitimación, 

de aquellas uniones, que surgen de las relaciones afectivas, a las que el 

derecho mexicano, no reconoce aún consecuencias jurídicas. Como una 

propuesta que busca abrir espacios sociales para la expresión del amplio 

espectro de la diversidad social, la Sociedad de Convivencia constituye una 

figura jurídica nueva, que no interfiere en absoluto, con la institución del 

matrimonio ni la vulnera. No impide la práctica del concubinato, en su 

estructura actual y no modifica las normas vigentes relativas a la adopción. 

Implica reconocer, consecuencias jurídicas a las diversas formas de 

convivencia humana; que como formas de integración social, mejoran la 

calidad de vida de sus habitantes. “La Sociedad de Convivencia, no enfrenta 

ni desafía, a las familias convencionales ni pretende socavar los valores 

morales de las personas; la Sociedad de Convivencia, genera certeza, 

reconoce realidades, que han pasado por la invisibilidad legal”. La Sociedad 

de Convivencia, incluye una visión realista, sobre otros vínculos de 

convivencia en torno a los hogares; y al reconocer esta realidad, señala en 

forma precisa, que la posibilidad de que dos personas la suscriban, ya sean 

del mismo o de diferente sexo, debe estar acompañada del cumplimiento de 

requisitos como el de tener capacidad jurídica plena, vivir en un hogar 

común; con voluntad de permanencia y ayuda mutua. En efecto, una de las 

mayores aportaciones de esta ley, reside en reconocer los efectos jurídicos 

de aquellas relaciones, en las que no necesariamente exista trato sexual; 

sino sólo el deseo de compartir una vida en común; basada en auténticos 

lazos de solidaridad humana, de comprensión mutua y apego afectivo. En la 

Sociedad de Convivencia, los efectos jurídicos del vínculo, ocurren una vez 

que los suscriptores de la sociedad, manifiestan su consentimiento por 
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escrito, por lo que éste, es el primero de los elementos de la definición, al 

establecer que se trata de un acto jurídico bilateral. El segundo elemento de 

definición hace referencia a que dichas personas vivan juntas, no sólo 

compartiendo una vivienda, sino teniendo un hogar común, esto es, un 

espacio de interacción, en el que se compartan también derechos y 

obligaciones. El no hacerlo por más de tres meses, sin causa justificada, 

dará lugar a la terminación de la sociedad. El tercer elemento, se refiere a la 

permanencia que se traduce, en el ánimo que constituye, el motivo 

determinante de la voluntad de los convivientes de estar juntos de manera 

constante. Finalmente, el elemento de ayuda mutua, hace alusión, a la 

necesaria solidaridad que debe existir entre los convivientes. La convivencia 

es el elemento trascendental, al igual que la ayuda mutua, para constituir y 

conservar el acuerdo. Cada uno de los integrantes, al tomar la decisión de 

formar parte de una Sociedad de Convivencia, comparte la vida con la otra 

persona. Por ello, uno de los requisitos para formar parte del acuerdo es 

estar libre de matrimonio o de concubinato; así como no formar parte en ese 

momento, de otra Sociedad de Convivencia, ya que se requiere la 

constancia y la interacción cotidiana de sus integrantes. La decisión de las 

dos personas convivientes, es indispensable para la constitución del 

acuerdo, razón por la cual los integrantes, al elaborar el documento 

mediante el que constituyen una Sociedad de Convivencia, deben incluir, 

entre otras cosas, la manera en que habrán de regirse los bienes 

patrimoniales. Así, más que crear una nueva institución, se podrá apelar a 

figuras ya existentes en nuestra legislación. Tal es el caso de la 

copropiedad, la donación o el usufructo, en cuyo caso, su regulación se 

dará conforme a las disposiciones legales existentes para la figura elegida. 

Los propósitos que inspiran a la Sociedad de Convivencia, son la protección 

de la dignidad de las personas, la certeza, la seguridad jurídica, la igualdad 

ante la ley y la libertad. En ese contexto, se deja a las partes regular su 
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convivencia, los derechos y deberes respectivos, y sus relaciones 

patrimoniales. No obstante, se establece la presunción de que, en defecto 

del pacto, cada integrante mantiene el dominio y disfrute de sus propios 

bienes. Como consecuencia de esta libertad, es necesario prever que se 

tendrá por no puesta, toda disposición pactada, en la que se perjudiquen 

derechos de terceros. En el caso de que uno de los integrantes de la 

Sociedad actúe de mala fe, el otro tendrá derecho a ser resarcido de los 

daños y perjuicios que se le ocasionen. 

 

aprobar la presente ley de convivencia, es estar acorde con los tiempos 

actuales que estamos viviendo, pues de hecho en nuestro entorno social, se 

dan estas relaciones, mismas que no están reguladas; las cuales dadas su 

existencia, no pueden seguir siendo desapercibidas por el campo del 

derecho. Por tal motivo, es necesario que el legislador, atienda a la realidad 

y dote al Estado de Campeche, de un instrumento, que contribuya a 

garantizar el ejercicio de los derechos de los ciudadanos. Esta ley es un 

paso más hacia la construcción de una sociedad más justa e igualitaria.  

 

 


